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			TEMA 1

			
EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO: FASES, PLAZOS Y FORMAS DE TERMINACIÓN

			
I. CONCEPTO Y REGULACIÓN JURÍDICA

			— El procedimiento administrativo es la estructura general que ha de seguirse para la realización de la actividad jurídica de la Administración.

			— La norma encargada de regular el procedimiento administrativo común es la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común (en adelante, LPAC) que derogó la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJPAC). Como establece la Disposición Adicional (DA) 1.ª, esta norma es supletoria para todos los procedimientos administrativos que cuenten con su propia normativa.

			— La LPAC entró en vigor el 2 de octubre de 2016 (al año de su publicación en el BOE), tal y como determina su Disposición Final (DF) 7.ª, a excepción de las «previsiones relativas al registro electrónico de apoderamientos, registro electrónico, registro de empleados públicos habilitados, punto de acceso general electrónico de la Administración y archivo único electrónico», que «producirán efectos a los dos años de la entrada en vigor de la ley». No obstante, hay que señalar que el RD-Ley 28/2020, de 22 de septiembre, modificó por la DF 9.ª esta previsión, afirmando que todo lo referido a la Administración electrónica produciría efectos a partir del 2 de abril de 2021. En este contexto, debe señalarse que se han desarrollado y concretado las previsiones legales de la LPAC referidas a la tramitación electrónica de los procedimientos por el Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos. El objeto de esta norma es facilitar a los agentes involucrados en el uso de medios tecnológicos su utilización efectiva, aclarando aquellas materias que permiten un margen de actuación reglamentaria.

			— Un año es igualmente el plazo contenido en la DF 5.ª para que se adecuen «a la misma las normas reguladoras estatales, autonómicas y locales de los distintos procedimientos normativos que sean incompatibles con lo previsto en esta ley».

			
II. DISPOSICIONES GENERALES

			
1. LOS INTERESADOS EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO


			— Los interesados en el procedimiento administrativo son las personas físicas o jurídicas que, teniendo capacidad jurídica y de obrar, cuentan con la necesaria legitimación. Los interesados pueden, además, servirse de representantes en sus relaciones con la Administración Pública.

			1.1. Capacidad jurídica y capacidad de obrar

			— Para intervenir en un procedimiento administrativo, es necesario contar con capacidad jurídica y de obrar.

			— De acuerdo con las reglas generales del Código Civil (CC), poseen capacidad jurídica, es decir, tienen posibilidad de ser titulares de derechos y obligaciones, todas las personas desde el momento de su nacimiento y hasta la muerte (por el mero hecho de ser personas).

			— Cuentan con capacidad de obrar, posibilidad de ejercitar esos derechos por sí mismos, los sujetos señalados en el art. 3 de la LPAC, esto es, las personas mayores de edad, salvo que se encuentren incursas en algunas de las causas modificativas de dicha capacidad. Ahora bien, en Derecho Administrativo las personas menores de edad tienen también reconocida capacidad de obrar para el ejercicio de aquellos derechos e intereses que les esté permitido por el ordenamiento jurídico-administrativo [art. 3 b) de la LPAC].

			— Junto a las personas físicas, también tienen capacidad jurídica y de obrar ante las Administraciones Públicas las personas jurídicas y «cuando así la Ley lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios independientes autónomos» [art. 3 a) y c) de la LPAC, respectivamente].

			1.2. Legitimación

			— La capacidad jurídica y de obrar no otorgan con carácter general la posibilidad de intervenir en un procedimiento administrativo. Esta facultad queda reservada a los interesados, es decir, a aquellas personas cuya situación jurídica pueda verse afectada por la resolución que recaiga en el procedimiento.

			— La LPAC diferencia dos tipos de legitimación: específica y difusa, a los cuales deben añadirse los supuestos excepcionales en los cuales el ordenamiento exime a los ciudadanos de la acreditación de legitimación alguna —acción pública o popular—.

			1.2.1. Legitimación específica

			— El art. 4 de la LPAC considera interesados en el procedimiento administrativo a los siguientes sujetos:

			a) Quienes promuevan el procedimiento como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos. Por intereses legítimos individuales han de entenderse los que afectan a la esfera jurídica de un determinado sujeto. Los intereses colectivos, por otra parte, son los que derivan de la inserción de las personas en grupos organizados para la defensa de fines comunes a todos sus miembros. El propio art. 4.2 especifica que las asociaciones y organizaciones representativas de intereses legítimos colectivos son interesados en los términos que les reconozca la ley.

			b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la resolución que se adopte.

			c) Aquellos cuyos intereses legítimos, ya sean individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y que, aunque no hayan iniciado el procedimiento, se personen antes de que recaiga resolución definitiva.

			— Podemos observar que los titulares de derechos subjetivos cuentan siempre con la condición de interesados en el procedimiento; los titulares de intereses legítimos la adquieren en la medida en que lo hayan promovido o hayan comparecido debidamente.

			— De este modo, la LPAC distingue entre los titulares de derechos subjetivos e intereses legítimos en orden a la obligación de personarse en el procedimiento:

			a) Quienes sin haber iniciado el procedimiento sean titulares de derechos subjetivos se consideran interesados en el mismo, sin necesidad de personarse en el procedimiento.

			b) Los titulares de intereses legítimos que no hayan promovido el procedimiento, sólo se consideran interesados si se personan en el procedimiento [Sentencias del Tribunal Supremo (SSTS) de 2 de marzo de 2012, —Repertorio de Jurisprudencia (RJ) 2012/4553— y de 7 de marzo de 2013, —RJ 2013/3744—].

			— Sin embargo, la propia ley establece (art. 8 de la LPAC) que, al objeto de garantizar la presencia de los interesados en el procedimiento, si la Administración, durante la tramitación de un procedimiento que no haya tenido publicidad, «advierte la existencia de personas que sean titulares de derechos o intereses legítimos y directos, cuya identificación aparezca en el expediente y que puedan resultar afectadas por la resolución que en él se dicte», deberá comunicarles su tramitación.

			— Por su parte, los interesados en un procedimiento que conozcan datos que permitan identificar a otros interesados que no hayan comparecido en él, tienen el deber de proporcionárselos a la Administración actuante (art. 18.2 de la LPAC).

			— La LPAC aclara además que, si la condición de interesado deriva de alguna relación jurídica transmisible, el derechohabiente sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento (art. 4.3 de la LPAC).

			1.2.2. Legitimación colectiva

			— El art. 4.2 de la LPAC añade que las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de intereses legítimos colectivos en los términos que la ley reconozca. Es decir, se limita a remitirse a lo que en cada caso disponga la legislación sectorial, la cual habrá de identificar cada interés colectivo.

			1.2.3. La acción popular

			— Finalmente, ha de tenerse en cuenta que numerosas leyes reconocen a cualquier ciudadano, sin necesidad por tanto de ser titular de un derecho subjetivo o de un interés legítimo, la facultad de solicitar la incoación de un procedimiento administrativo o su legitimación para comparecer en él. Son los supuestos conocidos como acción popular o pública, que hallan fundamento en la particular relevancia que para el interés general tienen las resoluciones administrativas que en ellos recaen.

			1.3. Representación

			— Las personas físicas pueden comparecer en el procedimiento por sí mismas o, si así lo desean, otorgar su representación a un tercero, requisito que, sin embargo, resulta necesario para las personas jurídicas. El art. 5.2 de la LPAC permite que las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que ello esté previsto en sus Estatutos, puedan actuar en representación de otras ante las Administraciones Públicas sin que para ello precisen una determinada cualificación. La ley no exige para actuar en representación ningún título o requisito académico o profesional. Una vez otorgada la representación, las actuaciones administrativas se entenderán con el representante, salvo manifestación expresa en contra del interesado, el cual puede en todo momento revocar la representación. Cuando en una solicitud existan varios interesados, las actuaciones que den lugar se efectuarán con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado y, en su defecto, con el que figure en primer término (art. 7 de la LPAC).

			— La representación se presume para los actos y gestiones de mero trámite, pero debe acreditarse «por cualquier medio de prueba válido en Derecho que deje constancia fidedigna de su existencia» (art. 5.4 de la LPAC), para poder realizar alguna de las siguientes actuaciones: formalizar solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos, desistir de acciones y renunciar a derechos (art. 5.3 de la LPAC). No obstante, «la falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el acto de que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de 10 días que deberá conceder al efecto el órgano administrativo, o de uno superior si las circunstancias del caso así lo requieren».

			— El propio art. 5.4 determina que «se entenderá acreditada la representación realizada mediante apoderamiento apud acta efectuado por comparecencia personal o comparecencia electrónica en la correspondiente sede electrónica, o a través de la acreditación de su inscripción en el registro electrónico de apoderamientos de la Administración competente».

			— El art. 5.6 de la LPAC prevé que la falta de acreditación de la representación o insuficiencia de ella no impide «que se tenga por realizado el acto de que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de 10 días que deberá conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso así lo requieran».

			— Asimismo, la ley precisa que las Administraciones Públicas pueden habilitar con carácter general o específico a personas físicas o jurídicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los interesados. Según el art. 5.7 de la LPAC «dicha habilitación deberá especificar las condiciones y obligaciones a las que se comprometen los que así adquieran la condición de representantes, y determinará la presunción de validez de la representación salvo que la normativa de aplicación prevea otra cosa. Las Administraciones Públicas podrán requerir, en cualquier momento, la acreditación de dicha representación. No obstante, siempre podrá comparecer el interesado por sí mismo en el procedimiento».

			
2. LUGAR DE PRESENTACIÓN DE ESCRITOS Y DOCUMENTOS


			— El art. 16.4 de la LPAC establece que los escritos y documentos pueden presentarse:

			a) «En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, así como en los restantes registros electrónicos de cualquiera de los sujetos a los que se refiere el art. 2.1». El art. 2.1 de la LPAC se refiere a la Administración General del Estado, Administraciones de las Comunidades Autónomas, Entidades que integran la Administración Local y el sector público institucional. En virtud del art. 16.1 de la LPAC, todas las Administraciones Públicas territoriales deben disponer de un Registro Electrónico General en el que «se hará el correspondiente asiento de todo documento que sea presentado o que se reciba en cualquier órgano administrativo, organismo público o entidad vinculada o dependiente de estos». Todos los registros electrónicos han de ser interoperables, de manera que se garantice su compatibilidad informática e interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos registrales y de los documentos que se presenten en cualquiera de los registros.

			b) «En las oficinas de correos en la forma que reglamentariamente se establezca».

			c) «En las representaciones diplomáticas y oficinas consulares de España en el extranjero».

			d) «En las oficinas de asistencia en materia de registros», que tienen que existir en todas las Administraciones Públicas, con el objeto de digitalizar los documentos presentados de manera presencial ante las Administraciones Públicas para su incorporación al expediente administrativo electrónico, devolviéndose los originales al interesado, salvo que resulte obligatoria la presentación de objetos o de documentos en un soporte físico no susceptible de digitalización (art. 16.5 de la LPAC).

			e) «Cualquier otro lugar que establezcan las disposiciones vigentes».

			
3. EL CÓMPUTO DE LOS PLAZOS


			3.1. Reglas generales

			— El art. 30 de la LPAC contiene las reglas sobre el cómputo de los plazos:

			1) Si el plazo se fija en horas, se entiende que son hábiles, salvo que una ley o el Derecho de la Unión Europea (UE) disponga otra cosa. Se consideran horas hábiles todas las horas del día que formen parte de un día hábil. Los plazos expresados en horas no pueden tener una duración superior a 24 horas, en cuyo caso se señalarán en días. En estos casos, el plazo se cuenta de hora en hora y de minuto en minuto desde la hora y minuto en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate.

			2) Si el plazo se fija en días, se entiende que son hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, los domingos y los festivos, salvo que por ley o por el Derecho de la UE se disponga otra cosa. Si el plazo se computa en días naturales, debe expresarse esta circunstancia en la notificación. Cuando un día sea hábil en el Municipio o Comunidad Autónoma en la que resida el interesado e inhábil en la sede del órgano administrativo o a la inversa, se considera inhábil en todo caso. Los plazos expresados en días se cuentan a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate o desde el día siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la desestimación por silencio administrativo.

			3) Si el plazo se fija en meses o en años, se computa de fecha a fecha. Se computa a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate o desde el día siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la desestimación por silencio administrativo y concluye el mismo día en que se produjo la notificación, publicación o silencio administrativo en el mes o el año de vencimiento. Si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día del mes.

			— La nueva LPAC presenta como novedad la regulación de los plazos en los registros (art. 31 de la LPAC). A efectos del cómputo de plazos en los registros electrónicos, cada Administración se rige por la fecha y hora oficial de la sede electrónica de acceso, que debe figurar de modo accesible y visible.

			— El funcionamiento del registro electrónico ha de seguir las siguientes reglas:

			a) Permitir la presentación de documentos todos los días del año durante las 24 horas.

			b) Entender realizada la presentación en un día inhábil en la primera hora del primer día hábil siguiente salvo que una norma permita expresamente la recepción en día inhábil.

			Los documentos se consideran presentados por el orden de hora efectiva en el que lo fueron en el día inhábil. Los documentos presentados en el día inhábil se reputan anteriores, según el mismo orden, a los que lo fueran el primer día hábil posterior.

			c) Venir determinado el inicio del cómputo de los plazos que hayan de cumplir las Administraciones Públicas por la fecha y hora de presentación en el registro electrónico de cada Administración u Organismo. En todo caso, la fecha y hora efectiva de inicio del cómputo de plazos debe ser comunicada a quien presentó el documento.

			— Las Administraciones Públicas tienen que publicar los días y el horario en el que deban permanecer abiertas las oficinas que prestarán asistencia para la presentación electrónica de documentos, garantizando el derecho de los interesados a ser asistidos en el uso de medios electrónicos.

			3.2. La ampliación de plazos

			— El art. 32 de la LPAC se ocupa de la ampliación de plazos afirmando que la ampliación será concedida por la Administración cuando sea solicitada por los interesados o bien cuando la Administración lo considere necesario. En el caso de que haya varios interesados basta con que sea solicitada por uno solo para poder ser tramitada, afectando el acuerdo a todos ellos.

			— El art. 32 de la LPAC no señala nada respecto al órgano competente para concederla, por lo que debemos considerar que por aplicación del art. 23 de la LPAC será el órgano competente para resolver, a propuesta del órgano instructor o el superior jerárquico de dicho órgano.

			— La concesión de la ampliación debe cumplir los siguientes requisitos:

			a) Deben concurrir circunstancias que aconsejen dicha ampliación.

			b) No perjudicar derechos de terceros dignos de protección.

			c) No exceder de la mitad de los plazos establecidos inicialmente.

			d) Debe notificarse el acuerdo de ampliación a los interesados.

			e) Debe ser solicitada y concedida con anterioridad al vencimiento del plazo de que se trate, ya que no podrá ser objeto de ampliación un plazo vencido.

			— La ampliación se concede de manera automática en los procedimientos tramitados por las misiones diplomáticas y oficinas consulares, así como aquellos que deban cumplir algún trámite en el extranjero o intervengan interesados residentes fuera de España.

			— Contra el acuerdo de ampliación o denegación no cabe recurso alguno ya que se considera un acto de trámite, sin perjuicio del recurso que proceda contra la resolución que ponga fin al procedimiento en cuestión.

			3.3. La tramitación de urgencia

			— El art. 33 de la LPAC hace referencia a la posibilidad de reducción de los plazos a la mitad en la tramitación del procedimiento cuando lo aconsejen razones de interés público, que hagan necesaria la aplicación del trámite de urgencia en lugar del procedimiento común. Esta posibilidad de reducir los plazos no es aplicable ni a la presentación de solicitudes ni a los recursos.

			— El acuerdo puede ser adoptado de oficio o a petición del interesado, debiendo ser notificado en todo caso al interesado. El acuerdo administrativo que confirme la urgencia será el mismo que tenga que resolver el procedimiento, previa propuesta del órgano instructor que será el que considere si se dan las circunstancias para la reducción de plazos.

			— No cabe recurso alguno contra el acuerdo que declare la aplicación de la tramitación de urgencia al procedimiento, sin perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento.

			
3. EL RÉGIMEN DE ABSTENCIÓN Y RECUSACIÓN


			— En garantía del deber de objetividad e imparcialidad, los arts. 23 y 24 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP) regulan, respectivamente, la abstención y la recusación de las autoridades y personal al servicio de la Administración cuando concurran algunas de las causas señaladas en la ley.

			— Son causas legales de abstención (y en consecuencia de recusación) las mencionadas en el art. 23.2 de la LRJSP:

			a) Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudiera influir la de aquél; ser administrador de sociedad o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado.

			b) Tener un vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de los interesados, con los administradores de entidades o sociedades interesadas y también con los asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el procedimiento, así como compartir despacho profesional o estar asociado con éstos para el asesoramiento, la representación o el mandato.

			c) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas mencionadas en el apartado anterior.

			d) Haber intervenido como perito o como testigo en el procedimiento de que se trate.

			e) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar.

			— Las autoridades y el personal al servicio de las Administraciones en quienes se den algunas de las circunstancias señaladas han de abstenerse de intervenir en el procedimiento y lo comunicarán a su superior inmediato, quien resolverá lo procedente.

			— Los órganos jerárquicamente superiores a quien se encuentre en alguna de las circunstancias señaladas pueden ordenarle que se abstenga de toda intervención en el expediente.

			— La actuación de autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas en los que concurran motivos de abstención no implica, necesariamente, y en todo caso, la invalidez de los actos en que hayan intervenido.

			— En los mismos casos previstos para la abstención, puede promoverse recusación por los interesados en cualquier momento de la tramitación del procedimiento. La recusación se plantea por escrito expresando la causa o causas en que se funda.

			— En el día siguiente el recusado manifestará a su inmediato superior si se da o no en él la causa alegada. En el primer caso, si el superior aprecia la concurrencia de la causa de recusación, acordará su sustitución acto seguido.

			— Si el recusado niega la causa de recusación, el superior resolverá en el plazo de tres días, previos los informes y comprobaciones que considere oportunos.

			— Contra las resoluciones adoptadas en esta materia no cabrá recurso, sin perjuicio de la posibilidad de alegar la recusación al interponer el recurso que proceda contra el acto que ponga fin al procedimiento.

			
4. LA NOTIFICACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS


			4.1. Actos que se han de notificar

			— El art. 40.1 de la LPAC obliga a las Administraciones a notificar los actos administrativos a todos los interesados cuyos derechos o intereses sean o puedan ser afectados por los mismos.

			4.2. Contenido de la notificación y plazo

			— El art. 40.2 de la LPAC afirma que las notificaciones deben cursarse siempre dentro del plazo de 10 días a partir de la fecha de su dictado y contener el texto íntegro de la resolución, con indicación de si pone fin o no a la vía administrativa, la expresión de los recursos que procedan, en su caso, en vía administrativa y judicial, el órgano ante el que hubieran de presentarse y el plazo de interposición, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente.

			4.3. El régimen de las notificaciones defectuosas

			— Las notificaciones que, conteniendo el texto íntegro del acto, omitiesen alguno de los demás requisitos o contenidos enunciados, surten efecto a partir de la fecha en que el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la notificación o interponga cualquier recurso que proceda (art. 40.3 de la LPAC). Sin perjuicio de ello, y a los solos efectos de entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga, cuando menos, el texto íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado (art. 40.4 de la LPAC).

			4.4. Medios de notificación

			— El art. 41 de la LPAC establece que las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo caso, cuando el interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía. Esto no impide el reconocimiento por la norma de supuestos en los que las notificaciones se pueden efectuar por medios no electrónicos o en los que incluso se prohíbe esta forma de notificación. Así, de una parte, el art. 41.1 permite que la notificación se practique por medios no electrónicos en dos supuestos:

			a) Cuando la notificación se realice con ocasión de la comparecencia espontánea del interesado o su representante en las oficinas de asistencia en materia de registro y solicite la comunicación o notificación personal en ese momento.

			b) Cuando para asegurar la eficacia de la actuación administrativa resulte necesario practicar la notificación por entrega directa de un empleado público de la Administración notificante.

			— De otra parte, el apartado segundo establece que en ningún caso las notificaciones se efectuarán por medios electrónicos cuando el acto a notificar vaya acompañado de elementos que no sean susceptibles de conversión en formato electrónico o cuando contengan medios de pago a favor de los obligados, tales como cheques.

			— No debe pasar desapercibido que la de la LPAC reconoce a los interesados, salvo en los supuestos en los que vengan obligados a recibir notificaciones electrónicas, una amplia facultad de elección sobre el medio de notificación que desean. Así resulta de la posibilidad que se les concede para determinar en sus solicitudes a la Administración la forma en la que han de practicárseles las notificaciones (arts. 41.3 y 66.1) y para pedir en cualquier momento del procedimiento, que las notificaciones dejen de efectuarse por medios electrónicos (art. 41.1).

			— Las notificaciones, cualquiera que sea el medio empleado, serán válidas siempre que permitan tener constancia de su envío o puesta a disposición, de la recepción o acceso por el interesado, de sus fechas y horas, del contenido íntegro, y de la identidad del remitente y destinatario de la misma. La acreditación de la notificación efectuada se incorporará al expediente (art. 41.1).

			— El art. 41.6 dispone que con independencia de que la notificación se realice en papel o por medios electrónicos, las Administraciones Públicas enviarán un aviso al dispositivo electrónico y/o a la dirección de correo electrónico del interesado que éste haya comunicado, informándole de la puesta a disposición de una notificación en la sede electrónica de la Administración u organismo correspondiente o en la dirección electrónica habilitada única. En todo caso, la falta de práctica de este aviso no impedirá que la notificación sea considerada plenamente válida.

			4.5. Práctica de la notificación

			— La LPAC diferencia entre la práctica de las notificaciones en papel y la práctica de las notificaciones a través de medios electrónicos que, respectivamente, regula en sus arts. 42 y 43.

			4.5.1. Las notificaciones en papel

			— Las notificaciones que se practiquen en papel han de ser puestas no obstante a disposición del interesado en la sede electrónica u organismo actuante para que pueda acceder al contenido de la misma de forma voluntaria y, además, procederse a la notificación en su domicilio (art. 42.1 y 2 de la LPAC). De esta forma, cabe que se produzca una doble notificación, hipótesis a las que da respuesta el art. 41.7 que determina que, en tales supuestos, se tomará como fecha de notificación la de aquella que se hubiera producido en primer lugar.

			— El art. 42.2 de la LPAC establece como lugar de notificación el domicilio del interesado. Si el interesado no estuviera en el domicilio, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona mayor de catorce años que se encuentre en él y haga constar su identidad.

			— Si nadie pudiera hacerse cargo de la notificación, bien porque no hay nadie en el domicilio o porque quienes allí se encuentren se niegan a aceptarla, se hará constar esta circunstancia en el expediente, junto con el día y la hora en que se intentó la notificación, intento que se repetirá por una sola vez y en una hora distinta dentro de los tres días siguientes. La LPAC aclara que en caso de que el primer intento de notificación se haya realizado antes de las 15 horas, el segundo intento deberá realizarse después de las 15 horas y viceversa, dejando en todo caso al menos un margen de diferencia de tres horas entre ambos intentos de notificación. Si el segundo intento también resultara infructuoso, se procederá en la forma prevista en el art. 44.

			4.5.2. Las notificaciones a través de medios electrónicos

			— Las notificaciones electrónicas se practicarán mediante comparecencia del interesado en la sede electrónica de la Administración u Organismo actuante, a través de la dirección electrónica habilitada única o mediante ambos sistemas, según disponga cada Administración u Organismo. Igualmente, puede accederse a ellas desde el Punto de Acceso General electrónico de la Administración, que funcionará como un portal de acceso (art. 43.1 de la LPAC).

			— El propio art. 43.1 especifica que se entiende por comparecencia en la sede electrónica el acceso por el interesado o su representante debidamente identificado al contenido de la notificación, momento en el que se entiende practicada. No obstante, la simple puesta a disposición por la Administración es suficiente para entender cumplida la obligación de resolver y notificar dentro del plazo máximo de duración de cada procedimiento (art. 43.3 de la LPAC). En el caso de que la notificación electrónica sea obligatoria o haya sido expresamente elegida por el interesado, se entenderá que la rechaza cuando hayan transcurrido 10 días naturales desde su puesta a disposición sin que se acceda a su contenido.

			4.5.3. Incidencias en la práctica de la notificación

			— Debe diferenciarse entre los supuestos en los que la notificación no ha podido practicarse por no haberse localizado al interesado y aquellos otros en los que la ha rechazado.

			a) La notificación no ha podido practicarse:

			— El art. 44 de la LPAC regula los supuestos en los que la notificación no se ha podido practicar, ya sea porque, aunque se ha intentado no ha sido posible o porque ni siquiera se ha podido efectuar el intento al ser los interesados en el procedimiento desconocidos o ignorarse el lugar en el que ha de efectuarse. En todo caso, la notificación se hará con independencia de cuál sea la Administración que haya dictado el acto por medio de un anuncio publicado en el BOE. Esta publicación no impide que puedan también publicar un anuncio en sus respectivos boletines, en el tablón de edictos del Ayuntamiento del último domicilio del interesado o del Consulado o Sección Consular de la Embajada correspondiente.

			b) La notificación ha sido rechazada:

			— Si la notificación en papel no se efectúa porque el interesado o su representante la rechazan, se hará constar en el expediente, especificándose las circunstancias del intento de notificación y se tendrá por efectuado el trámite siguiéndose el procedimiento.

			
III. LA INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

			
1. CLASES DE INICIACIÓN


			— «Los procedimientos administrativos pueden iniciarse de oficio o a solicitud de persona interesada» (art. 54 de la LPAC).

			1.1. La iniciación de oficio (arts. 58 a 65 de la LPAC)

			— La iniciación de oficio corresponde al órgano titular de la competencia en la materia sobre la que verse. La incoación puede ser tanto resultado de su propia iniciativa, como la consecuencia de una orden del superior, de la petición razonada de otros órganos o de la denuncia formulada por un particular (art. 58) en los términos que establece la propia disposición (arts. 59 a 62).

			a) Propia iniciativa (art. 59). Se entiende por propia iniciativa la actuación derivada del conocimiento directo o indirecto de las circunstancias, conductas o hechos objeto del procedimiento por el órgano que tiene atribuida la competencia de iniciación.

			b) Consecuencia de orden superior (art. 60). Se considera orden superior la emitida por un órgano administrativo superior jerárquico del competente para la iniciación del procedimiento.

			c) Petición razonada de otros órganos (art. 61). Es petición razonada la propuesta de iniciación del procedimiento formulada por cualquier órgano administrativo que no tiene competencia para iniciar el mismo y que haya tenido conocimiento de las circunstancias, conductas o hechos objeto del procedimiento, bien ocasionalmente, o bien por tener atribuidas funciones de inspección, averiguación o investigación. La petición no vincula al órgano competente para iniciar el procedimiento, si bien debe comunicar al órgano que la hubiera formulado, los motivos por los que, en su caso, no procede la iniciación.

			d) Denuncia (art. 62). Se entiende por denuncia el acto por el que cualquier persona, en cumplimiento o no de una obligación legal, pone en conocimiento de un órgano administrativo la existencia de un determinado hecho que pudiera justificar la iniciación de oficio de un procedimiento administrativo. Las denuncias deben expresar la identidad de la persona o personas que las presentan (se excluye la denuncia anónima) y el relato de los hechos que se ponen en conocimiento de la Administración. Cuando dichos hechos pudieran constituir una infracción administrativa, recogerán la fecha de su comisión y, cuando sea posible, la identificación de los presuntos responsables.

			— En este ámbito se establece una regla especial cuando la denuncia invocara un perjuicio en el patrimonio de las Administraciones Públicas, ya que la no iniciación del procedimiento deberá ser motivada y se notificará a los denunciantes la decisión de si se ha iniciado o no el procedimiento.

			— Por último, se establece como novedad la generalización del sistema de clemencia a favor de los denunciantes. Al hilo de la incoación del procedimiento por denuncia, el art. 62.4 de la LPAC establece que «cuando el denunciante haya participado en la comisión de una infracción de esta naturaleza y existan otros infractores, el órgano competente para resolver el procedimiento deberá eximir al denunciante del pago de la multa que le correspondería u otro tipo de sanción de carácter no pecuniario, cuando sea el primero en aportar elementos de prueba que permitan iniciar el procedimiento o comprobar la infracción, siempre y cuando en el momento de aportarse aquellos no se disponga de elementos suficientes para ordenar la misma y se repare el perjuicio causado. Asimismo, el órgano competente para resolver deberá reducir el importe del pago de la multa que le correspondería o, en su caso, la sanción de carácter no pecuniario, cuando no cumpliéndose alguna de las condiciones anteriores, el denunciante facilite elementos de prueba que aporten un valor añadido significativo respecto de aquellos de los que se disponga. En ambos casos será necesario que el denunciante cese en la participación de la infracción y no haya destruido elementos de prueba relacionados con el objeto de la denuncia». Como puede apreciarse, la cláusula de clemencia consiste en la exención de la sanción al denunciante que, siendo responsable de la infracción por haber participado en su comisión junto a otros infractores, sea el primero en aportar elementos de prueba que permitan iniciar el procedimiento o comprobar la infracción, siempre y cuando en el momento de aportarse aquéllos no se disponga de elementos suficientes para ordenar la misma y se repare el perjuicio causado.

			Por tanto, los requisitos que deben cumplirse para poder aplicar la clemencia son:

			1) El denunciante sea infractor.

			2) La infracción cause un perjuicio patrimonial a la Administración.

			3) Haya otros infractores.

			4) El denunciante sea el primero en aportar pruebas en el procedimiento sancionador.

			5) La denuncia aporte un valor añadido para poder proceder al inicio del procedimiento o comprobación de la infracción.

			6) Se repare el perjuicio causado.

			— Cuando alguno de los requisitos no se cumpla, pero el denunciante facilite elementos de prueba que aporten un valor añadido significativo respecto de aquellos de los que se disponga, cese en la participación de la infracción y no destruya elementos de prueba relacionados con el objeto de la denuncia, se reducirá la sanción.

			— El propio Consejo de Estado, en su Dictamen n.º 275/2015, de 29 de abril, sobre el Anteproyecto de Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas recomendaba una reconsideración general de la iniciativa.

			1.2. La iniciación a instancia de parte (arts. 66 a 69 de la LPAC)

			1.2.1. Solicitud

			— La solicitud es el acto jurídico que inicia el procedimiento y en el que el interesado fundamenta su pretensión.

			— El art. 66 de la LPAC establece el contenido mínimo de las solicitudes:

			a) Nombre y apellidos del interesado y, si procede, de la persona que lo represente.

			b) Identificación del medio electrónico o, en su defecto, lugar físico en que se desea que se practique la notificación. Adicionalmente, los interesados pueden aportar su dirección de correo electrónico y/o dispositivo electrónico con el fin de que las Administraciones Públicas les avisen del envío o puesta a disposición de la notificación.

			c) Hechos, razones y petición en que se concrete, con toda claridad, la solicitud.

			d) Lugar y fecha.

			e) Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cualquier medio.

			f) Órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige y su correspondiente código de identificación. Las oficinas de asistencia en materia de registros están obligadas a facilitar a los interesados el código de identificación si el interesado lo desconoce. Asimismo, las Administraciones deben mantener y actualizar en la sede electrónica correspondiente un listado con los códigos de identificación vigentes.

			— La LPAC admite, salvo que la norma específica disponga otra cosa, que varias personas formulen una solicitud única cuando sus pretensiones «tengan un contenido y fundamento idéntico o sustancialmente similar» (art. 66.2 de la LPAC).

			— Las Administraciones Públicas deben, además, establecer modelos y sistemas de presentación masiva que permitan a los interesados presentar simultáneamente varias solicitudes. Estos modelos, que han de estar a su disposición en las correspondientes sedes electrónicas y oficinas de asistencia en materia de registros, son de utilización voluntaria y se pueden acompañar de los elementos que los interesados estimen convenientes para precisar o completar los datos del modelo, los cuales deberán ser admitidos y tenidos en cuenta por el órgano al que se dirijan (art. 66.4 y 5 de la LPAC). Los modelos pueden incluir comprobaciones automáticas de la información aportada respecto de datos almacenados en sistemas propios o pertenecientes a otras Administraciones u ofrecer el formulario cumplimentado, en todo o en parte, con objeto de que el interesado verifique la información y, en su caso, la modifique o complete (art. 66.5 de la LPAC). En los casos en los que la Administración, en un procedimiento concreto, establezca modelos específicos de presentación de solicitudes, éstos serán de uso obligatorio por los interesados (art. 66.6 de la LPAC).

			1.2.2. Subsanación y mejora

			— Si la solicitud de la que puede exigirse el correspondiente recibo que acredite la fecha y hora de presentación (art. 66.3 de la LPAC) no reúne los requisitos expresados o los que vengan impuestos por la normativa aplicable, la Administración requerirá al solicitante para que, en el plazo de 10 días, corrija la falta o acompañe los documentos preceptivos que no hubiese aportado, indicándole que de no hacerlo se le tendrá por desistido. El plazo general de 10 días, salvo en los procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva, puede ser ampliado prudencialmente o a instancias del interesado, hasta en 5 días más cuando la aportación de documentos requeridos presente dificultades especiales (art. 68.2 de la LPAC). La LPAC se refiere específicamente a los supuestos en los que el interesado, estando obligado a presentar su solicitud electrónicamente, lo haga presencialmente, en cuyo caso se le requerirá para que subsane a través de su presentación electrónica, considerándose como fecha de presentación aquella en la que se haya realizado la subsanación (art. 68.4 de la LPAC).

			— La LPAC faculta también al órgano para que recabe del solicitante, si lo estima necesario, la modificación o mejora voluntaria de la solicitud, de lo que se levantará acta sucinta que se incorporará al expediente (art. 68.3 de la LPAC). Aquí a diferencia del supuesto anterior, no se trata de una corrección esencialmente formal por prescindir la solicitud del contenido mínimo previsto por la norma o no aportarse los documentos necesarios, sino que se permite por esta vía al interesado la alteración del contenido de su solicitud (STS de 20 de enero de 2012 —RJ 2012/3158—). Ninguna consecuencia invalidante se sigue para el caso de que no ejerza lo que para ella es una facultad.

			1.2.3. Declaraciones responsables y comunicaciones

			— El art. 69 de la LPAC regula las declaraciones responsables y las comunicaciones.

			— La declaración responsable es el documento suscrito por el interesado en el que manifiesta, bajo su responsabilidad, que cumple los requisitos establecidos en la normativa vigente para obtener el reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de la documentación que así lo acredita, que pondrá a disposición de la Administración cuando le sea requerida, y que se compromete a mantener el cumplimiento de esas obligaciones durante el período de tiempo inherente a dicho ejercicio o reconocimiento. Las Administraciones pueden requerir en cualquier momento que se aporte la documentación que acredite el cumplimiento de los mencionados requisitos, y el interesado deberá aportarla.

			— La comunicación es el documento mediante el que los interesados ponen en conocimiento de la Administración competente sus datos identificativos o cualquier otro dato relevante para el inicio de una actividad o el ejercicio de un derecho.

			— Las declaraciones responsables y las comunicaciones permitirán el reconocimiento o el ejercicio de un derecho o bien el inicio de una actividad, desde el día de su presentación, sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e inspección que tengan atribuidas las Administraciones Públicas. Sin embargo, la comunicación podrá presentarse dentro de un plazo posterior al inicio de la actividad cuando la legislación correspondiente lo prevea expresamente.

			— La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, manifestación o información que se incorpore a una declaración responsable o una comunicación, o la no presentación ante la Administración competente de la declaración responsable, de la documentación que sea en su caso requerida para acreditar el cumplimiento de lo declarado, o la comunicación, determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o actividad afectada, desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos.

			— Únicamente será exigible, bien una declaración responsable, bien una comunicación para iniciar una misma actividad u obtener el reconocimiento de un mismo derecho o facultad para su ejercicio, sin que sea posible la exigencia de ambas acumulativamente.

			
2. INFORMACIÓN Y ACTUACIONES PREVIAS


			— El órgano competente puede abrir, antes de dictar el acuerdo de iniciación, un período de información previa destinado a conocer y valorar las circunstancias concretas que pueden justificar la incoación del procedimiento (art. 55.1 de la LPAC).

			— Ya la STS de 24 de septiembre de 1976 —RJ 1976/4564— declaró que las investigaciones previas no son propiamente expediente administrativo, sino un antecedente que la ley faculta a la Administración a llevar a cabo, y a la vista del resultado acordar lo procedente, esto es, el archivo de las actuaciones o la incoación del expediente.

			
3. LAS MEDIDAS PROVISIONALES


			— El órgano competente puede, de oficio o a instancia de parte, adoptar de forma motivada las medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficientes para ello, y de acuerdo con los principios de proporcionalidad, efectividad y menor onerosidad (art. 56.1 de la LPAC). A estas medidas hay que añadir las que la Administración puede adoptar al margen de un procedimiento administrativo previamente incoado. El propio art. 56.2 de la LPAC permite que antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano competente para incoarlo o instruirlo pueda adoptar, de oficio o a instancia de parte, las medidas provisionales que resulten necesarias y proporcionadas en los casos de urgencia inaplazable y para la protección provisional de los intereses implicados. Estas medidas han de estar motivadas y ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que ha de efectuarse dentro de los 15 días siguientes a su adopción y que podrá ser objeto del recurso que proceda. Si no se inicia el procedimiento en plazo o el acuerdo de incoación no contiene un pronunciamiento sobre ellas, quedarán sin efectos.

			— Las medidas provisionales que se adopten pueden ser alzadas o modificadas durante la tramitación del procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta en el momento de su adopción. En cualquier caso, se extinguirán cuando surta efectos la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente.

			— El art. 56.3 de la LPAC determina las distintas medidas que pueden adoptarse, en los términos previstos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (LEC): suspensión temporal de actividades; prestación de fianzas; retirada o intervención de bienes productivos o suspensión temporal de servicios por razones de sanidad, higiene o seguridad, el cierre temporal del establecimiento por éstas u otras causas previstas en la normativa reguladora aplicable; embargo preventivo de bienes, rentas y cosas fungibles computables en metálico por aplicación de precios ciertos; el depósito, retención o inmovilización de cosa mueble; la intervención y depósito de ingresos obtenidos mediante una actividad que se considere lícita y cuya prohibición o cesación se pretenda; consignación o constitución de depósito de las cantidades que se reclamen; la retención de ingresos a cuenta que deban abonar las Administraciones Públicas; y aquellas otras medidas que, para la protección de los derechos de los interesados, prevean expresamente las leyes, o que se estimen necesarias para asegurar la efectividad de la resolución.

			
IV. LA ORDENACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

			
1. EL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO


			— La LPAC regula por primera vez el expediente administrativo para todas las Administraciones e impone su constitución en soporte electrónico. Se entiende por expediente administrativo el conjunto ordenado de documentos y actuaciones que sirven de antecedente y fundamento a la resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarla (art. 70.1 de la LPAC). Asimismo, debe constar en el expediente copia electrónica certificada de la resolución adoptada (art. 70.2 de la LPAC).

			— Cuando en virtud de una norma sea preciso remitir el expediente electrónico, ha de hacerse de acuerdo con lo previsto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad y en las correspondientes Normas Técnicas de Interoperabilidad, y enviarse completo, foliado, autentificado y acompañado de un índice, asimismo autentificado, de los documentos que contenga. La autenticación del citado índice garantiza la integridad e inmutabilidad del expediente electrónico generado desde el momento de su firma y permite su recuperación siempre que sea preciso, siendo admisible que un mismo documento forme parte de distintos expedientes electrónicos (art. 70.3 de la LPAC).

			— No forma parte del expediente administrativo la información que tenga carácter auxiliar o de apoyo, como la contenida en aplicaciones, ficheros y bases de datos informáticas, notas, borradores, opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas, así como los juicios de valor emitidos por las Administraciones Públicas, salvo que se trate de informes, preceptivos y facultativos, solicitados antes de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento (art. 70.4 de la LPAC).

			
2. EL IMPULSO


			— El procedimiento administrativo, sometido al principio de celeridad, se impulsa de oficio en todos sus trámites y a través de medios electrónicos, respetando los principios de transparencia y publicidad (art. 71.1 de la LPAC).

			— En el despacho de los expedientes ha de guardarse el orden riguroso de incoación en asuntos de homogénea naturaleza, salvo que el titular de la unidad administrativa autorice alterar el orden motivadamente (art. 71.2 de la LPAC).

			— Todos los trámites que por su naturaleza admitan un impulso simultáneo y cuyo cumplimiento sucesivo no sea obligatorio se concentran, acordándose en un solo acto (art. 72 de la LPAC).

			— Los trámites que deban ser cumplimentados por los interesados deberán realizarse en el plazo de 10 días a partir del siguiente al de la notificación del correspondiente acto, salvo en el caso de que en la norma correspondiente se fije plazo distinto (art. 73.1 de la LPAC). En cualquier momento del procedimiento, cuando la Administración considere que alguno de los actos de los interesados no reúne los requisitos necesarios, lo pondrá en conocimiento de su autor, concediéndole un plazo de 10 días para cumplimentarlo (art. 73.2 de la LPAC).

			— A los interesados que incumplan los plazos se les podrá declarar decaídos en su derecho al trámite correspondiente. No obstante, se admitirá la actuación del interesado y producirá sus efectos legales, si se produjera antes o dentro del día que se notifique la resolución en la que se tenga por transcurrido el plazo (art. 73.3 de la LPAC).

			
3. LAS CUESTIONES INCIDENTALES


			— Las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento, incluso las que se refieran a la nulidad de actuaciones, no suspenderán la tramitación del mismo, salvo la recusación (art. 74 de la LPAC).

			
V. LA INSTRUCCIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

			— La fase de instrucción está constituida, en términos generales del art. 75.1 de la LPAC, por todos los actos necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución. En definitiva, esta fase tiene por fin ofrecer al órgano competente para resolver los elementos de juicio necesarios para su decisión.

			— Es una fase del procedimiento extraordinariamente flexible en la medida en que en ella tienen cabida cuantos trámites sean precisos para asegurar la legalidad y el acierto de la resolución; de ahí que los actos de instrucción regulados en el Capítulo IV del Título IV de la LPAC no agoten la totalidad en un concreto procedimiento, y de ahí igualmente que no todos ellos tengan necesariamente que cumplirse en todo procedimiento.

			— Las reglas establecidas con carácter general para esta fase del procedimiento son:

			a) Los actos de instrucción se realizan de oficio y a través de medios electrónicos por el órgano que tramite el procedimiento, «sin perjuicio del derecho de los interesados a proponer aquellas actuaciones que requieran su intervención o constituyan trámites legal o reglamentariamente establecidos» (art. 75.1 de la LPAC).

			b) Los actos que requieran la intervención de los interesados habrán de practicarse en la forma que resulte más cómoda para ellos y sea compatible, en la medida de lo posible, con sus obligaciones laborales o profesionales (art. 75.3 de la LPAC).

			c) Los interesados pueden actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses [art. 53.1.g) de la LPAC].

			d) El órgano instructor viene obligado a adoptar cuantas medidas sean necesarias para lograr el pleno respeto a los principios de contradicción y de igualdad y de los interesados en el procedimiento (art. 75.4 de la LPAC).

			
1. ALEGACIONES


			— Los arts. 53.1.e) y 76 de la LPAC reconocen a los interesados la posibilidad de formular alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio en cualquier momento del procedimiento anterior al trámite de audiencia. Estas alegaciones y documentos habrán de tenerse en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución (art. 76.1 de la LPAC). Los interesados también pueden alegar, en cualquier momento, «los defectos de tramitación y, en especial, los que supongan paralización, infracción de los plazos preceptivamente señalados o la omisión de trámites que puedan ser subsanados antes de la resolución definitiva del asunto. Dichas alegaciones podrán dar lugar, en su caso, a la exigencia de la correspondiente responsabilidad disciplinaria» (art. 76.2 de la LPAC).

			
2. LA PRUEBA


			2.1. Objeto

			— La actividad probatoria tiene por objeto la acreditación de los hechos que sean relevantes para la decisión de un procedimiento (art. 77.1 de la LPAC). Son hechos relevantes todos los que integran el presupuesto de hecho de la resolución. La prueba de la costumbre no es necesaria si las partes están conformes en su existencia y contenido y sus normas no afectan al orden público. El Derecho extranjero debe probarse en lo que respecta a su contenido y vigencia, pudiendo valerse el instructor de cuantos medios de averiguación estime necesarios para su aplicación. Están excluidos de prueba los hechos notorios que por su general divulgación no pueden ser desconocidos por nadie.

			2.2. Carga de la prueba

			— La LPAC no establece reglas expresas sobre la distribución de la carga de la prueba, esto es, sobre la determinación de la parte que ha de ofrecerla. Esas reglas han de extraerse del conjunto de la regulación y, para su determinación, es obligado diferenciar entre:

			1) Procedimientos iniciados a instancia de parte: en los que el interesado promueve el reconocimiento de un derecho, por lo que ha de aportar la prueba de los hechos que sustentan su pretensión. Así resulta de la obligación que imponen las normas de acompañar su solicitud de los documentos que justifiquen su derecho y de la posibilidad con la que cuenta de aportar documentos y otras justificaciones tanto al formular alegaciones como al dar cumplimiento al trámite de audiencia. No significa que la Administración no tenga ninguna carga probatoria. El deber de la Administración de realizar de oficio «los actos necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución» (art. 75.1 de la LPAC) supone que ella debe aportar la prueba si concurren algunas de las siguientes circunstancias: a) Cuando la prueba obre en su poder; b) Cuando se encuentre en mejores condiciones para probar que el interesado, y c) Cuando el objeto del procedimiento trasciende del interés del peticionario para afectar al interés público o al de un tercero.

			2) Procedimientos iniciados de oficio: la carga de la prueba pesa sobre la Administración (art. 75.1). Los interesados, en aras de su defensa jurídica, tienen la carga denominada «prueba en contrario», esto es, demostración de la inexistencia de los hechos que alega la Administración o la concurrencia de otros que enerven el efecto que pretende.

			2.3. Período de prueba

			— La prueba puede desarrollarse tanto por la Administración como por los interesados a lo largo de toda la tramitación de procedimiento. Sólo en determinadas ocasiones (art. 77.2 de la LPAC) obliga a que la prueba se practique en un trámite específico: «cuando la Administración no tenga por ciertos los hechos alegados por los interesados o la naturaleza del procedimiento lo exija». En esos casos, ha de acordarse la apertura de un período de prueba por un plazo no superior a 30 días ni inferior a 10, a fin de que puedan practicarse cuantas juzgue pertinentes.

			— El instructor del procedimiento, a petición del interesado, puede decidir, cuando lo considere necesario, la apertura de un período extraordinario de prueba por un plazo no superior a 10 días. La celebración del trámite queda en manos de la valoración que haga la Administración Pública en una decisión que, en caso de ser contraria a su apertura, debe ser motivada (art. 77.3 de la LPAC).

			— En los casos en los que, a instancia del interesado, se practiquen pruebas que impliquen gastos que no deba soportar la Administración, ésta podrá exigir el anticipo de los mismos a reserva de la liquidación definitiva, una vez que se hayan practicado (art. 78.3 de la LPAC).

			2.4. Medios probatorios

			— Los hechos pueden acreditarse por cualquier medio de prueba admisible en Derecho (art. 77.1 de la LPAC). La LPAC otorga al instructor del expediente la facultad de rechazar las pruebas que considere manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada (art. 77.3 de la LPAC). Son pruebas improcedentes las que no guardan relación con el objeto del procedimiento e innecesarias las que presentándolas no resultan idóneas para la aclaración de los hechos.

			2.5. Valoración de la prueba

			— Existen dos sistemas de valoración de la prueba: legal o tasada y libre apreciación de la prueba. En el primero, el órgano decisor resulta vinculado por la fuerza probatoria que para cada medio dispone la norma jurídica. En el segundo, cuenta con libertad para su apreciación, con capacidad para determinar la eficacia probatoria de cada uno de los medios empleados.

			— El art. 77.1 de la LPAC dispone que la valoración de la prueba se realizará de acuerdo con los criterios establecidos en la LEC, lo que supone el reconocimiento de un principio de libre apreciación, compatible con la atribución a ciertos medios de un valor privilegiado.

			— El propio art. 77.5 de la LPAC confiere presunción de veracidad a los documentos formalizados por los funcionarios a los que se reconoce condición de autoridad.

			
3. INFORMES


			3.1. Concepto y significado

			— Los informes suponen la aportación al procedimiento del juicio de un órgano administrativo distinto de aquel ante el que se tramita. Los informes tienen una gran importancia tanto para la fijación de los hechos en base a los cuales la Administración Pública ha de resolver, como para la determinación del contenido mismo de la resolución.

			— El órgano decisor ha de solicitar los informes que sean preceptivos por disposiciones legales. Igualmente, puede pedir aquellos otros que juzgue necesarios para resolver, lo que deberá fundamentar en la petición (art. 79.1 de la LPAC). La propia petición de informe concretará el extremo o extremos sobre los que el órgano requerido haya de pronunciarse (art. 79.2 de la LPAC).

			3.2. Clasificación

			— Desde el punto de vista de su obligatoriedad, los informes se clasifican en preceptivos y facultativos. Son preceptivos los que el órgano decisor tiene el deber legal de solicitar. Los informes facultativos, por el contrario, son los que quedan en su petición al libre arbitrio del órgano competente para resolver.

			— En atención a su eficacia, en segundo término, los informes pueden ser vinculantes o no vinculantes según que el órgano decisor venga o no obligado a dictar resolución en el sentido marcado por ellos. Salvo disposición expresa en contrario, los informes son facultativos y no vinculantes (art. 80.1 de la LPAC). Ahora bien, en los casos en los que el órgano competente para resolver se aparte de lo establecido en un informe previo, deberá motivar su decisión [art. 35.1.c) de la LPAC].

			— Los informes se clasifican también en internos y externos dependiendo de que el órgano que los emita pertenezca o no a la misma Administración que el que lo solicita.

			— De acuerdo finalmente con su contenido, los informes pueden ser de carácter jurídico o técnico en función de que el juicio que efectúen sea o no de legalidad.

			3.3. Forma de emisión y plazo

			— Los informes serán emitidos a través de medios electrónicos y cumpliendo con los requisitos que para la emisión de documentos por las Administraciones Públicas establece el art. 26 de la LPAC. Deben evacuarse en un plazo de 10 días, salvo que una disposición o el cumplimiento del resto de los plazos del procedimiento permitan o exijan otro mayor (art. 80.2 de la LPAC). La no emisión en plazo de los informes solicitados tiene, al margen de la responsabilidad en la que pueda incurrir el causante de la demora, consecuencias distintas en función de su naturaleza. Si son informes facultativos, el órgano decisor puede proseguir las actuaciones careciendo de valor el eventual informe emitido posteriormente. Si son informes preceptivos, «se podrá suspender el transcurso del plazo máximo legal para resolver el procedimiento en los términos establecidos en la letra d) del art. 22» (art. 80.3 de la LPAC).

			
4. LA INFORMACIÓN PÚBLICA


			— La información pública confiere a los ciudadanos la posibilidad de participar en el procedimiento. Supone una audiencia indiscriminadamente dirigida frente a la más concreta que se otorga a los interesados.

			— El órgano al que corresponda la resolución del procedimiento puede acordar cuando la naturaleza de éste lo requiera, la apertura de un período de información pública (art. 83.1 de la LPAC).

			— La apertura del trámite se anuncia en el diario oficial correspondiente a fin de que cualquier persona pueda examinar el expediente o la parte del mismo que se acuerde. El anuncio debe señalar el lugar de exhibición, debiendo estar en todo caso a disposición de las personas que lo soliciten a través de medios electrónicos, en la sede electrónica correspondiente. También ha determinar el plazo para formular alegaciones qué en ningún caso puede ser inferior a 20 días (art. 83.2 de la LPAC).

			— La LPAC no establece expresamente en qué momento del procedimiento ha de cumplirse con este trámite.

			— La comparecencia en el trámite de información pública no otorga, por sí misma, la condición de interesado, si bien quienes presenten alegaciones u observaciones tienen derecho a obtener de la Administración una respuesta razonada que podrá ser común para todas las alegaciones que planteen cuestiones sustancialmente iguales (art. 83.3). Los interesados no tienen que participar en este trámite. La incomparecencia no impide a los interesados interponer recursos contra la resolución definitiva del procedimiento (art. 83.3 de la LPAC).

			— La omisión del trámite de información pública en los supuestos en los que la norma la prevé con carácter preceptivo determina la invalidez del acto dictado. En aquellos otros en los que su apertura quede supeditada a una decisión de la Administración en los supuestos en que proceda, una declaración de invalidez sólo será posible si quien alega la infracción del trámite logra demostrar su necesidad y el consiguiente incumplimiento de la Administración.

			
5. LA AUDIENCIA A LOS INTERESADOS


			5.1. Significado y contenido del trámite

			— El art. 82.1 de la LPAC, en cumplimiento del art. 105.c) de la Constitución Española (CE) que reconoce esta audiencia «cuando proceda» y remite al legislador su regulación, establece que instruidos los procedimientos e inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución, se pondrán de manifiesto a los interesados, o en su caso, a sus representantes, con las limitaciones que pueden resultar de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno. Los interesados en un plazo no inferior a 10 días ni superior a 15 pueden «alegar y presentar los documentos y justificaciones que estimen pertinentes» (art. 82.2 de la LPAC).

			— El trámite de audiencia puede omitirse en los supuestos previstos en los apartados 3 y 4 del art. 82 porque el trámite deviene innecesario (STS de 21 de marzo de 2014, —RJ 2014/1750—):

			1. Cuando antes del vencimiento del plazo los interesados manifiestan su decisión de no efectuar alegaciones ni aportar nuevos documentos o justificaciones.

			2. Cuando no figuran en el procedimiento ni son tenidos en cuenta en la resolución otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por el interesado.

			5.2. Momento en el que ha de celebrarse

			— El trámite de audiencia debe desarrollarse en el momento previo a la resolución. Es entonces cuando figuran en el procedimiento todos los datos conforme a los cuales la Administración ha de decidir y cuando el interesado puede, por consiguiente, defender adecuadamente sus pretensiones, de ahí que la jurisprudencia manifieste la improcedencia de efectuarlo en un momento anterior o la necesidad de reiterarlo cuando, una vez realizado y antes de redactarse la propuesta de resolución, se hayan producido variaciones sustanciales en el contenido del procedimiento.

			5.3. Consecuencias de la omisión del trámite de audiencia

			— En los casos de omisión del trámite de audiencia, se produce la nulidad de la resolución y la retroacción del procedimiento, si se ha producido indefensión material (STS de 30 de noviembre de 1995).

			
VI. LA TERMINACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

			— El art. 84 de la LPAC establece dos modos diferentes de terminación de los procedimientos administrativos. Por un lado, la resolución o forma normal de conclusión, que se produce cuando la Administración decide sobre su objeto, a lo que debe añadirse otra forma de terminación también calificada como normal, que es la terminación del procedimiento por pacto o convenio (art. 86 de la LPAC).

			— Por otro lado, los modos calificados de anormales en la medida en que el procedimiento concluye sin una decisión de fondo sobre el asunto que justificó su apertura. Son formas anormales de terminación del procedimiento el desistimiento, la renuncia al derecho, la declaración de caducidad y la imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas.

			
1. LA RESOLUCIÓN


			— La resolución consiste en un pronunciamiento de la Administración sobre el objeto del procedimiento. La LPAC impone a la Administración la obligación de dictar resolución expresa en todos los procedimientos (art. 21.1 de la LPAC). Como consecuencia de este deber de resolver, el art. 88.5 de la LPAC impide a la Administración abstenerse de resolver so pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia de los preceptos legales aplicables al caso.

			— Se exceptúan de la obligación de dictar resolución expresa en los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos únicamente al deber de declaración responsable o comunicación a la Administración.

			— El órgano competente, antes de dictar la resolución, puede decidir mediante acuerdo motivado la realización de las actuaciones complementarias indispensables para resolver el procedimiento. El acuerdo se ha de notificar a los interesados concediéndoles un plazo de 7 días para formular las alegaciones que tengan por pertinentes tras la realización de las mismas. Las actuaciones complementarias se tienen que practicar en un plazo no superior a 15 días, quedando durante ese tiempo suspendido el plazo para resolver el procedimiento (art. 87 de la LPAC).

			— La resolución debe dictarse electrónicamente y garantizar la identidad del órgano competente, así como la autenticidad e integridad del documento que se formalice mediante el empleo de alguno de los instrumentos previstos en la ley (art. 88.4 de la LPAC).

			— La resolución ha de pronunciarse sobre todas las cuestiones planteadas por los interesados, así como sobre aquellas otras que deriven del procedimiento. La resolución podrá también decidir sobre cuestiones conexas que no hubieran sido expuestas por los interesados. Para ello, y en cumplimiento del principio de contradicción, debe ponerlo en su conocimiento, a fin de que, en un plazo no superior a 15 días formulen las alegaciones que estimen pertinentes y aporten, en su caso, los medios de pruebas que consideren oportunos (art. 88.1 de la LPAC).

			— La LPAC, en los procedimientos tramitados a instancia de parte, excluye además la reformatio in peius, esto es, la posibilidad de que la decisión administrativa agrave la situación inicial de los interesados en el procedimiento, sin perjuicio de la potestad de la Administración Pública de incoar otro distinto si procede (art. 88.2 de la LPAC).

			— La LPAC no supedita la resolución a formalidades especiales. Tan sólo exige que contenga la decisión, la cual debe ser congruente con las peticiones formuladas por el interesado (art. 88.2 de la LPAC) y motivada en los casos en los que legalmente proceda (art. 88.3 de la LPAC). La aceptación de informes o dictámenes servirá de motivación a la resolución cuando se incorporen al texto de la misma (art. 88.6 de la LPAC). La resolución debe expresar también el recurso que contra ellas proceda con señalamiento del órgano competente y plazo en el que ha de interponerse, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar cualquier otro que estimen oportuno (art. 88.3 de la LPAC).

			
2. LA TERMINACIÓN CONVENCIONAL


			— El procedimiento administrativo puede terminar mediante «acuerdos, pactos, convenios o contratos» celebrados entre las Administraciones y las personas, tanto de Derecho público como de Derecho privado, siempre que tengan por objeto satisfacer el interés público que tienen encomendado y no sean contrarios al ordenamiento jurídico ni versen sobre materias no susceptibles de transacción (art. 86.1 de la LPAC). De la regulación de la LPAC sobre esta forma de conclusión del procedimiento administrativo pueden destacarse los siguientes extremos:

			a) Su remisión a lo que dispongan las disposiciones que, en su caso, la regulen.

			b) Lo convenido entre la Administración y los particulares puede formalizarse en instrumentos jurídicos diferentes: acuerdos, pactos, convenios o contratos.

			c) Los acuerdos a los que pueden llegar la Administración y los interesados no tienen siempre el mismo valor. En algunas ocasiones los propios acuerdos ponen fin al procedimiento administrativo, en tanto que en otras requieren para su eficacia de la aprobación del órgano competente como ocurre con los que afectan a materias de la competencia del Consejo de Ministros.

			d) Los acuerdos pueden versar sobre cualquier materia a excepción de las que no sean susceptibles de transacción y, en ningún caso, pueden ser contrarios al ordenamiento jurídico ni suponer una alteración de las competencias atribuidas a los órganos administrativos o de las responsabilidades que correspondan a las autoridades y funcionarios, relativas al funcionamiento de los servicios públicos.

			e) El documento en el que se plasme el acuerdo debe contener como mínimo la identificación de las partes intervinientes, el ámbito personal, funcional y territorial y el plazo de vigencia.

			f) El tiempo de negociaciones con vistas a la terminación convencional del procedimiento suspende el plazo con el que cuenta la Administración para resolver y notificar la resolución desde la declaración formal al respecto y hasta la conclusión sin efecto, en su caso, de las referidas negociaciones.

			
3. OTROS MODOS DE TERMINACIÓN DEL PROCEDIMIENTO


			— Se consideran formas anormales de terminación del procedimiento:

			3.1. El desistimiento y la renuncia

			— La LPAC diferencia entre el desistimiento de la Administración en los procedimientos incoados de oficio, que podrá producirse motivadamente en los supuestos y con los requisitos previstos en las leyes [arts. 35.1.g) y 93 de la LPAC], y el desistimiento del interesado, consistente en una declaración de voluntad por su parte, expresando que desea abandonar la pretensión por la que se inició el procedimiento. Nada impide que pueda deducir posteriormente una nueva petición basada en el mismo derecho subjetivo, siempre que no haya prescrito.

			— La renuncia es la decisión del interesado de apartarse del ejercicio del derecho material que constituye el fundamento de la petición formulada a la Administración. Determina no sólo la finalización del procedimiento, sino también la extinción del derecho que en el mismo se hacía valer.

			— El art. 94 de la LPAC establece como reglas comunes las siguientes:

			a) Pueden hacerse valer en cualquier momento del procedimiento y por cualquier medio que permita su constancia, siempre que incorpore las firmas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable.

			b) Se ha de tratar de una decisión categórica y concluyente, expresa y clara sin que pueda presumirse o suponerse.

			c) Si el escrito de iniciación se hubiera formulado por dos o más interesados, el desistimiento o la renuncia sólo afectará a quienes hagan uso de estas formas de terminación del procedimiento.

			d) La Administración ha de aceptar de plano el desistimiento o la renuncia, ante lo que declarará concluso el procedimiento, salvo que habiéndose personado en el mismo terceros interesados, éstos instasen su continuación en el plazo de 10 días desde que fueron notificados del hecho.

			3.2. La caducidad

			— La caducidad consiste en la finalización del procedimiento iniciado a instancia de parte a causa de su paralización por hecho imputable al interesado y una vez transcurridos tres meses desde la advertencia en tal sentido por parte de la Administración (art. 95.1 de la LPAC). La jurisprudencia señala como regla general la no interrupción de los plazos de caducidad (SSTS de 20 de julio de 1998, —RJ 1998/6906—; 26 de abril de 2012, —RJ 2012\6262—; de 19 de diciembre de 2013, —RJ 2013\8219—, y de 13 de julio de 2016, —RJ 2016\3398—). Sin embargo, admite algunas excepciones, como situaciones de fuerza mayor o cualquier otra causa independiente de la voluntad de los interesados, siempre que el procedimiento se haya iniciado dentro de plazo (SSTS de 25 de mayo de 1979, —RJ 1979\1893—, y de 24 de junio de 1999, —RJ 1999/5486—).

			— La caducidad exige los siguientes requisitos:

			a) Su paralización por causa imputable al interesado que inició el procedimiento, referida a trámites que resulten imprescindibles y esenciales para dictar resolución.

			b) Requerimiento por la Administración al interesado para que haga desaparecer el obstáculo que impide el desarrollo del procedimiento, con advertencia de los efectos que pueden desprenderse del mantenimiento de su actitud. La fecha de ese requerimiento determina el cómputo del plazo de tres meses cuyo transcurso da origen al archivo del expediente.

			c) La declaración expresa por la Administración de que el procedimiento ha caducado. La caducidad podrá no ser aplicable en el supuesto en que la cuestión suscitada afecte al interés general o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento (art. 95.4 de la LPAC).

			— La caducidad no impide que el particular pueda ejercitar nuevamente su derecho en tanto éste no haya prescrito, pues la declaración de caducidad produce la extinción del procedimiento, pero no de los derechos e intereses legítimos del interesado. En los casos en que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento, podrán incorporarse a éste los actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido la caducidad, si bien en el nuevo procedimiento deben cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición de prueba y audiencia del interesado (art. 95.3 de la LPAC).

			3.3. La imposibilidad material de continuar por causas sobrevenidas

			— Es un modo de terminación del procedimiento íntimamente vinculado a lo dispuesto en el art. 21.1 de la LPAC que exime a la Administración de la obligación de resolver cuando se haya producido la desaparición sobrevenida del objeto del procedimiento. En tales casos se exige resolución motivada que expliciten las razones que impiden la continuación del procedimiento.

			
4. LA OBLIGACIÓN DE RESOLVER Y NOTIFICAR EN PLAZO. EL SILENCIO ADMINISTRATIVO


			4.1. El plazo para resolver

			4.1.1. El plazo máximo para resolver

			— El art. 21 de la LPAC establece que el plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa será el fijado por la norma reguladora del correspondiente procedimiento.

			— Este plazo no podrá exceder de seis meses salvo que una norma con rango de ley establezca uno mayor o así venga previsto en el Derecho de la UE.

			— Cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, éste será de tres meses.

			4.1.2. El cómputo del plazo

			— Los plazos se cuentan:

			a) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha del acuerdo de iniciación.

			b) En los iniciados a solicitud del interesado, desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para su tramitación.

			— Las Administraciones Públicas deben publicar y mantener actualizadas en el portal web, a efectos informativos, las relaciones de procedimientos de su competencia, con indicación de los plazos máximos de duración de los mismos, así como de los efectos que produzca el silencio administrativo.

			— En todo caso, las Administraciones Públicas informarán a los interesados del plazo máximo establecido para la resolución de los procedimientos y para la notificación de los actos que les pongan término, así como de los efectos que pueda producir el silencio administrativo. Dicha mención se incluirá en la notificación o publicación del acuerdo de iniciación de oficio, o en la comunicación que se dirigirá al efecto al interesado dentro de los 10 días siguientes a la recepción de la solicitud iniciadora del procedimiento en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para su tramitación. En este último caso, la comunicación indicará además la fecha en que la solicitud ha sido recibida por el órgano competente.

			4.1.3. La suspensión del plazo

			— El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se puede suspender en los siguientes casos (art. 22.1 de la LPAC):

			a) Cuando deba requerirse a cualquier interesado para la subsanación de deficiencias o la aportación de documentos y otros elementos de juicio necesarios, por el tiempo que medie entre la notificación del requerimiento y su efectivo cumplimiento por el destinatario, o, en su defecto, por el del plazo concedido, todo ello sin perjuicio de lo previsto en el art. 68 de la LPAC.

			b) Cuando deba obtenerse un pronunciamiento previo y preceptivo de un órgano de la UE, por el tiempo que medie entre la petición, que habrá de comunicarse a los interesados, y la notificación del pronunciamiento a la Administración instructora, que también deberá serles comunicada.

			c) Cuando exista un procedimiento no finalizado en el ámbito de la UE que condicione directamente el contenido de la resolución de que se trate, desde que se tenga constancia de su existencia, lo que deberá ser comunicado a los interesados, hasta que se resuelva, lo que también habrá de ser notificado.

			d) Cuando se soliciten informes preceptivos a un órgano de la misma o distinta Administración, por el tiempo que medie entre la petición, que deberá comunicarse a los interesados, y la recepción del informe, que igualmente deberá ser comunicada a los mismos. Este plazo de suspensión no podrá exceder en ningún caso de tres meses. En caso de no recibirse el informe en el plazo indicado, proseguirá el procedimiento.

			e) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes propuestos por los interesados, durante el tiempo necesario para la incorporación de los resultados al expediente.

			f) Cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un pacto o convenio, desde la declaración formal al respecto y hasta la conclusión sin efecto, en su caso, de las referidas negociaciones, que se constatará mediante declaración formulada por la Administración o los interesados.

			g) Cuando para la resolución del procedimiento sea indispensable la obtención de un previo pronunciamiento por parte de un órgano jurisdiccional, desde el momento en que se solicita, lo que habrá de comunicarse a los interesados, hasta que la Administración tenga constancia del mismo, lo que también deberá serles comunicado.

			— El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se suspende en los siguientes casos (art. 22.2 de la LPAC):

			a) Cuando una Administración Pública requiera a otra para que anule o revise un acto que entienda que es ilegal y que constituya la base para el que la primera haya de dictar en el ámbito de sus competencias, en el supuesto al que se refiere el apartado 5 del art. 39 de la LPAC, desde que se realiza el requerimiento hasta que se atienda o, en su caso, se resuelva el recurso interpuesto ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Debe ser comunicado a los interesados tanto la realización del requerimiento, como su cumplimiento o, en su caso, la resolución del correspondiente recurso contencioso-administrativo.

			b) Cuando el órgano competente para resolver decida realizar alguna actuación complementaria de las previstas en el art. 87, desde el momento en que se notifique a los interesados el acuerdo motivado del inicio de las actuaciones hasta que se produzca su terminación.

			c) Cuando los interesados promuevan la recusación en cualquier momento de la tramitación de un procedimiento, desde que ésta se plantee hasta que sea resuelta por el superior jerárquico del recusado.

			4.2. El incumplimiento de la obligación de resolver por la Administración. El silencio administrativo

			— El incumplimiento de la obligación de resolver tiene consecuencias muy importantes que varían en función de la forma de iniciación del procedimiento:

			4.2.1. Procedimientos iniciados a solicitud del interesado

			— Como señala el art. 24 de la LPAC, en los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la Administración debe dictar, el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima al interesado o interesados para entenderla estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley o una norma de Derecho de la UE o de Derecho Internacional aplicable en España establezcan lo contrario. Cuando el procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, la ley que disponga el carácter desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones imperiosas de interés general.

			— El silencio tiene efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de petición, a que se refiere el art. 29 de la Constitución, aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia que se transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público, impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente y en los procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas.

			— El sentido del silencio también es desestimatorio en los procedimientos de impugnación de actos y disposiciones y en los de revisión de oficio iniciados a solicitud de los interesados. No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo competente no dictase y notificase resolución expresa, siempre que no se refiera al derecho de petición, a la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas y a los supuestos en los que el silencio implique la transferencia de facultades relativas al dominio público o al servicio público o al ejercicio de actividades que puedan dañar al medio ambiente.

			— La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo finalizador del procedimiento. La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte procedente.

			— La obligación de dictar resolución expresa se sujetará al siguiente régimen:

			a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.

			b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio.

			— Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se pueden hacer valer tanto ante la Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin que la misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido. Este certificado se expedirá de oficio por el órgano competente para resolver en el plazo de 15 días desde que expire el plazo máximo para resolver el procedimiento. Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá pedirlo en cualquier momento, computándose el plazo indicado anteriormente desde el día siguiente a aquel en que la petición tuviese entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para resolver.

			4.2.2. Procedimientos iniciados de oficio

			— Como afirma el art. 25 de la LPAC, en los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal de resolver, produciendo los siguientes efectos:

			a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido pueden entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo.

			b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se produce la caducidad. En estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones.

			— En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del plazo para resolver y notificar la resolución.

			
VII. LA TRAMITACIÓN SIMPLIFICADA DEL PROCEDIMIENTO

			— El procedimiento simplificado es un procedimiento formalizado en el que sólo pueden darse los trámites fijados en la ley y en la forma y plazos establecidos.

			— El art. 96.1 de la LPAC permite que cuando razones de interés público o la falta de complejidad del procedimiento así lo aconsejen, las Administraciones Públicas puedan acordar, de oficio o a solicitud del interesado, la tramitación simplificada del procedimiento.

			— La decisión de adoptar la tramitación simplificada debe ser motivada por el órgano competente para su tramitación. Si la Administración acuerda la tramitación simplificada del procedimiento, debe notificarlo a los interesados y si alguno manifiesta su oposición expresa, debe seguirse la tramitación ordinaria.

			— Si los interesados solicitan la tramitación simplificada del procedimiento y el órgano competente para la tramitación considera que no concurren razones de interés público o de falta de complejidad, puede desestimar dicha solicitud en el plazo de cinco días desde su presentación, sin que quepa recurso por parte del interesado. Transcurrido el plazo de cinco días, se entiende desestimada la solicitud.

			— En cualquier momento del procedimiento anterior a la resolución, el órgano competente para su tramitación puede acordar continuar con arreglo a la tramitación ordinaria.

			— Los procedimientos administrativos tramitados de manera simplificada deben ser resueltos en 30 días, a contar desde el siguiente al que se notifique al interesado el acuerdo de tramitación simplificada del procedimiento, salvo que reste menos para su tramitación ordinaria si la adopción del acuerdo de tramitación simplificada se adopta una vez iniciado el procedimiento general.

			— Constarán únicamente de los trámites mencionados a continuación (art. 96.6 y 7 de la LPAC). Si el procedimiento exige la realización de un trámite no previsto en los indicados por el art. 96.6 de la LPAC, debe ser tramitado de manera ordinaria:

			a) Inicio del procedimiento de oficio o a solicitud del interesado.

			b) Subsanación de la solicitud presentada, en su caso.

			c) Alegaciones formuladas al inicio del procedimiento durante el plazo de cinco días.

			d) Trámite de audiencia, únicamente cuando la resolución vaya a ser desfavorable para el interesado.

			e) Informe del servicio jurídico, cuando éste sea preceptivo.

			f) Informe del Consejo General del Poder Judicial, cuando éste sea preceptivo.

			g) Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma en los casos en que sea preceptivo. Desde que se solicite el Dictamen al Consejo de Estado, u órgano equivalente, hasta que éste sea emitido, se producirá la suspensión automática del plazo para resolver.

			En todo caso, en el expediente que se remita al Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente, ha de incluirse una propuesta de resolución. Cuando el Dictamen sea contrario al fondo de la propuesta de resolución, con independencia de que se atienda o no este criterio, el órgano competente para resolver acordará continuar el procedimiento con arreglo a la tramitación ordinaria, lo que se notificará a los interesados. En este caso, se entenderán convalidadas todas las actuaciones que se hubieran realizado durante la tramitación simplificada del procedimiento, a excepción del Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente.

			h) Resolución.

			
VIII. LA EJECUCIÓN

			— La ejecutoriedad o privilegio de la autotutela ejecutiva designa la cualidad de los actos administrativos que se traduce en la capacidad de la Administración para exigir el cumplimiento de su contenido, incluso en contra de la voluntad de los interesados y sin requerir el auxilio judicial.

			— El art. 98.1 de la LPAC reconoce esta ejecutoriedad al disponer que los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán inmediatamente ejecutivos, salvo que:

			a) Se produzca la suspensión de la ejecución del acto.

			b) Se trate de una resolución de un procedimiento de naturaleza sancionadora contra la que quepa algún recurso en vía administrativa, incluido el potestativo de reposición.

			c) Una disposición establezca lo contrario.

			d) Se necesite aprobación o autorización superior.

			— El art. 98.2 de la LPAC determina los medios electrónicos a utilizar preferentemente, salvo que se justifique la imposibilidad de hacerlo, cuando nazca una obligación de pago derivada de una sanción pecuniaria, multa o cualquier otro derecho que haya de abonarse a la Hacienda Pública:

			a) Tarjeta de crédito y débito.

			b) Transferencia bancaria.

			c) Domiciliación bancaria.

			d) Cualesquiera otros que se autoricen por el órgano competente en materia de Hacienda Pública.

			— En la ejecución de los actos es preciso distinguir tres actuaciones sucesivas de la Administración: en primer lugar, el acto declarativo o constitutivo del derecho o de las obligaciones; en segundo, el acto de apercibimiento al obligado de que está en situación de incumplimiento y, en tercer lugar, el acto de iniciación del procedimiento ejecutivo (art. 97.2 de la LPAC).

			— Las Administraciones Públicas no pueden iniciar ninguna actuación material de ejecución de resoluciones que limite derechos de los particulares sin que previamente haya sido adoptada la resolución que le sirva de fundamento jurídico (art. 97.1 de la LPAC).

			— Los medios de ejecución forzosa son (art. 100 de la LPAC):

			a) Apremio sobre el patrimonio

			— El art. 101 de la LPAC prevé este medio de ejecución forzosa en los siguientes términos: «Si en virtud de acto administrativo hubiera de satisfacerse cantidad líquida, se seguirá el procedimiento previsto en las normas reguladoras del procedimiento de apremio. En cualquier caso, no podrá imponerse a los administrados una obligación pecuniaria que no estuviese establecida con arreglo a una norma de rango legal» Por tanto, es el medio de ejecución propio de los actos en los que el interesado debe entregar una cantidad de dinero a la Administración.

			b) Ejecución subsidiaria

			— La ejecución subsidiaria está prevista en el art. 102 de la LPAC para los actos no personalísimos que puedan ser realizados por sujeto distinto del obligado. En este caso, las Administraciones Públicas realizarán el acto, por sí o a través de las personas que determinen, a costa del obligado. El importe de los gastos, daños y perjuicios se exigirá conforme a lo dispuesto para el apremio sobre el patrimonio. Dicho importe podrá liquidarse de forma provisional y realizarse antes de la ejecución, a reserva de la liquidación definitiva.

			c) Multa coercitiva

			— El art. 103 de la LPAC posibilita que las Administraciones, cuando así lo autoricen las leyes, y en la forma y cuantía que éstas determinen, impongan multas coercitivas, reiteradas por lapsos de tiempo que sean suficientes para cumplir lo ordenado, en los siguientes supuestos:

			a) Actos personalísimos en que no proceda la compulsión directa sobre la persona del obligado.

			b) Actos en que, procediendo la compulsión, la Administración no la estimara conveniente.

			c) Actos cuya ejecución pueda el obligado encargar a otra persona.

			— La multa coercitiva es independiente de las sanciones que puedan imponerse con tal carácter y compatible con ellas (STS de 12 de junio de 2013, —RJ 2013/5616—).

			d) Compulsión sobre las personas

			— La compulsión sobre las personas consiste en la compulsión directa sobre las personas en los casos en que la ley expresamente lo autorice, y dentro siempre del respeto debido a su dignidad y a los derechos reconocidos en la Constitución (art. 104 de la LPAC). Sólo puede utilizarse cuando lo autorice una ley para actos que impongan una obligación personalísima de no hacer o soportar.

			— Si, tratándose de obligaciones personalísimas de hacer, no se realizase la prestación, el obligado deberá resarcir los daños y perjuicios, a cuya liquidación y cobro se procederá en vía administrativa.
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